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de Azar, de Salones Recreativos y de Juego y del Registro de 
Empresas de Juego de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, aprobado por Decreto 250/2005, de 22 de noviembre, 
según el cual «se extinguirá la autorización de explotación 
en los casos siguientes: ...d) Por el impago total o parcial de 
la tasa fiscal sobre el juego aplicable a la explotación de la 
máquina amparada por la autorización», el Sr. Delegado del 
Gobierno acordó, por medio de Resolución de fecha 14 de 
abril de 2008, la extinción de las autorizaciones de explota-
ción de las máquinas recreativas con matrícula CO010958 
y CO010959, de las que es titular la empresa operadora 
J.V. Coin, S.L.

Tercero. Notificada dicha Resolución, el interesado inter-
pone recurso de alzada, formulando las alegaciones que cons-
tan en él y que se dan por reproducidas en aras del principio 
de eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I

Esta Secretaría General Técnica es competente, por de-
legación de la Consejera realizada por la Orden de 30 de 
junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC) y 115 de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta 
de Andalucía.

II

Quedando acreditado que el recurrente abonó el importe 
de las tasas fiscales sobre juego que adeudaba, aun antes 
de dictarse la Resolución que ahora se impugna, aunque el 
Órgano que la acordó no tuviese conocimiento de ella, al no 
haberlo puesto en conocimiento el interesado, quien ha apor-
tado su acreditación en vía de recurso, es por lo que, vistos los 
preceptos legales de general aplicación y, a propuesta de la 
propia Delegación del Gobierno en Córdoba,

R E S U E L V O

Estimar el recurso interpuesto por don Ángel Luis Senda-
rrubias Barba, en representación de J.V. Coin, S.L., contra la 
Resolución del Sr. Delegado del Gobierno en Córdoba sobre 
extinción de autorizaciones de explotación de las máquinas re-
creativas con matrículas CO010958 y CO010959, dejándola 
sin efecto.

Notifíquese la presente Resolución al interesado con in-
dicación de los recursos que caben contra ella. La Secretaria 
General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-admi-
nistrativo en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente al de su notificación o publicación, ante los corres-
pondientes órganos judiciales de este Orden, todo ello de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 
29/98, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa.

Sevilla, 20 de octubre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 20 de octubre de 2008, de la Se-
cretaría General Técnica, por el que se notifica la re-
solución adoptada por el Secretario General Técnico al 
recurso de alzada interpuesto por Fernando Sánchez 
López, en nombre y representación de Soltelecom Co-
municaciones, S.L., contra otra dictada por el Delegado 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, recaída 
en el expediente 11-000007-07-P. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal 
a Fernando Sánchez López, en nombre y representación de 
Soltelecom Comunicaciones, S.L., de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico al recurso administrativo in-
terpuesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Cádiz, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 16 de julio de 2008.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes 

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Cádiz dictó la Resolución de referencia, por la que se le 
impone una sanción de 14.000 €, tras la tramitación del co-
rrespondiente expediente, por incumplimiento información de 
prestación de servicio, introducir cláusulas abusivas en los con-
tratos y limitar el conocimiento de las condiciones del contrato.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó infracción al 
principio de tipicidad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. Recogido por la CE en el art. 25.1 (principio pe-
nal de la tipicidad que como declara reiteradísima jurispruden-
cia es extrapolable al campo del Derecho Administrativo), en el 
ámbito de las sanciones administrativas comporta una doble 
garantía: material, que se refiere a la ineludible necesidad de 
la predeterminación normativa de las conductas ilícitas y de 
las sanciones correspondientes; y formal, relativa al rango ne-
cesario de las normas tipificadoras de esas conductas y san-
ciones.

Con la tipicidad se cumple con la precisa definición de la 
conducta que la Ley considere sancionable, siendo medio de 
garantizar el principio de hacer realidad, junto a la exigencia 
de una lex previa (ley previa), la de una lex certa (ley cierta).
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En cuanto a la necesaria concreción de los tipos cabe se-
ñalar, como criterio general, que la descripción de los hechos 
o conductas constitutivas de infracciones administrativas debe 
ser lo suficientemente precisa como para que quede asegu-
rada la función de garantía del tipo, es decir, que tanto las 
conductas ilícitas como las sanciones correspondientes han 
de quedar predeterminadas mediante preceptos jurídicos que 
permitan predecir, con suficiente grado de certeza, las con-
ductas que constituyen infracción y las sanciones aplicables. 
En el mismo orden, también hay que recordar la prohibición, 
en este campo, de la interpretación extensiva y de la analogía.

Que tanto el Tribunal Constitucional (Sentencias de 8 de 
junio 1981 y 3 de octubre 1983 entre otras), como el Tribunal 
Supremo (Sentencias de 26 de abril y 17 de julio 1982 por 
no citar más) han perfilado una doctrina en materia de de-
recho sancionador, de la que merece destacarse como línea 
maestra que el principio de tipicidad exige también para su 
aplicación la plena concordancia de los hechos imputados en 
las previsiones prácticas aplicables al caso.

Pues bien, analizada la alegación de la recurrente, no 
existe incumplimiento del principio de tipicidad.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por Fernando 
Sánchez López, en representación de Soltelecom Comunica-
ciones, S.L., contra la Resolución del Delegado del Gobierno 
de la Junta de Andalucía en Cádiz de fecha referenciada; en 
consecuencia, mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 20 de octubre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 20 de octubre de 2008, de la Se-
cretaría General Técnica, por el que se notifica la re-
solución adoptada por el Secretario General Técnico al 
recurso de alzada interpuesto por Juan Carlos Martínez 
Rodríguez contra otra dictada por el Delegado del Go-
bierno de la Junta de Andalucía en Granada, recaída en 
el expediente S-AR-GR-000111-06. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal al 
recurrente Juan Carlos Martínez Rodríguez de la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso admi-
nistrativo interpuesto contra la dictada por el Delegado del Go-
bierno de la Junta de Andalucía en Granada, por la presente 
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido 
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el 
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 30 de julio de 2008.

Visto el expediente tramitado y el escrito de interposición 
del recurso, se establecen los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. En fecha 24 de abril de 2007, la Delegación del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada resuelve impo-
ner a don Juan Carlos Martínez Rodríguez la sanción de multa 
por importe de treinta mil cincuenta euros con sesenta y un 
céntimos (30.050,61 euros), como responsable de la infrac-
ción administrativa tipificada en el artículo 19.12, en relación 
con el artículo 14.c) y la disposición transitoria primera, de la 
Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos 
y Actividades Recreativas. Consta en el expediente la notifica-
ción al interesado en el día 11 de mayo de 2007.

Segundo. Contra la anterior resolución, por don Juan Car-
los Martínez Rodríguez se interpone recurso de alzada el 11 de 
junio de 2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Corresponde a la Consejera de Gobernación el 
conocimiento y resolución del recurso de alzada interpuesto, 
de acuerdo con los artículos 107.1 y 114 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
en relación con el artículo 26.2.j) de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. Por Or-
den de 30 de junio de 2004 se delega en la Secretaria General 
Técnica la resolución de los recursos administrativos.

Segundo. De conformidad con los artículos 31 y 115 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, el recurso ha sido interpuesto por quien es titular de 
un interés directo que le confiere legitimación activa y cum-
pliendo los requisitos formales legalmente exigidos.

Tercero. El objeto del presente recurso es la Resolución de 
24 de abril de 2007, de la Delegación del Gobierno de la Junta 
de Andalucía en Granada, que impone a don Juan Carlos Mar-
tínez Rodríguez la sanción de multa por importe de 30.050,61 
euros, al considerar como hecho probado que, según denuncia 
de la Policía Local de Granada, de 19 de febrero de 2005, el 
establecimiento denominado “Pub Pata Palo”, sito en C/ Na-
ranjos, núm. 2, no disponía del seguro de responsabilidad civil; 
circunstancia que constituye la infracción administrativa tipifi-
cada en el artículo 19.12, en relación con el artículo 14.c) y la 
disposición transitoria primera de la Ley 13/1999, de 15 de 
diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.

Frente a la resolución sancionadora, el interesado alega, 
en obligada síntesis, la nulidad de pleno derecho de la resolu-
ción sancionadora, motivada en que nunca ha tenido relación 
con el establecimiento inspeccionado, ni como titular ni como 
trabajador.

El motivo de impugnación debe ser estimado, pues como 
se fundamenta en el Informe de 29 de mayo de 2008, del 
Servicio de Juegos y Espectáculos Públicos de la Delegación 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada, emitido 
con ocasión de la interposición del presente recurso de alzada, 
en cumplimiento del artículo 114.2 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 


